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ACTO ADMINISTRATIVO/ TRASLADO A OTRO CENTRO DE RECLUSIÓN OBEDECIÓ A NECESIDADES DEL SERVICIO/ EL ACCIONANTE HACE PARTE DE LA PLANTA DE PERSONAL FLEXIBLE/ PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO SE ACREDITÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE/ INEXISTENCIA REQUISITO DE LA SUBSIDIARIEDAD/ OTROS MEDIOS DE DEFENSA JUDICIAL/ CONFIRMA.
Es evidente y no lo desconoce la Sala, que un traslado genera algunas complicaciones de índole económico o familiar, que son inevitables pero ordinarias en el giro normal de este tipo de desplazamientos. Siendo así, las mismas no constituyen per se una carga inviable para el sujeto pasivo de esa determinación del poder central, en cuanto, se repite, ello hace parte inherente del poder que configura el ius variandi
.  Es claro entonces que la determinación adoptada por el INPEC genera un traumatismo tanto para el actor como para su familia, pero también lo es que la entidad está facultada para adoptar ese tipo de cambios en aras de dar cumplimiento a las funciones que le corresponden
, conforme lo establecido en la Ley 407/94.

No es cierto que el fallador no haya tenido en consideración los argumentos presentados por el actor, lo que ocurre es que al hacer el análisis del caso concreto determinó que no se cumplen los requisitos para que el amparo proceda de manera excepcional contra un acto administrativo de carácter particular, puesto que todas las circunstancias expuestas y probadas por el tutelante, no son suficientes para acreditar un  perjuicio irremediable.

(…)

El INPEC argumentó que la determinación adoptada obedeció a necesidades del servicio y en atención a que el señor CRUZ TORRES pertenece a la planta de personal flexible, en consecuencia, es evidente que esa entidad procedió de conformidad con las facultades que le han sido concedidas para disponer el movimiento de la planta de personal, y se entiende que la estabilidad territorial para la prestación del servicio por parte de los trabajadores es menguada, máxime que sus servidores tienen pleno conocimiento desde el instante de su ingreso, que por pertenecer a esa clase de entidades podrán ser objeto de traslados durante su vida laboral, cuando se requiera por necesidades del servicio.

Por lo antes mencionado, al ser evidente que el reclamo del señor ALIRI CRUZ TORRES va encaminado a cuestionar la Resolución que dispuso su traslado para el Complejo Penitenciario y Carcelario de Jamundí (V.), y como quiera que no está acreditado el cumplimiento de los requisitos jurisprudenciales para que por medio de la tutela se deje sin efectos dicho acto administrativo, ni tampoco existe la potencialidad de un perjuicio irremediable que faculte al Tribunal para obviar el requisito de subsidiariedad que rige este trámite, se declarará improcedente el amparo exigido en tanto la situación problemática planteada no puede ser objeto de estudio por este mecanismo preferente y sumario sino por la jurisdicción contencioso administrativa, en la cual se deberá debatir lo pertinente, concretamente por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, con miras a obtener la revocatoria de la resolución que se considera lesiva a sus personales intereses. Incluso con la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto -lo que le permite suspender temporalmente los efectos de la resolución que le fue contraria- para que se protejan las garantías fundamentales que se asegura están siendo vulneradas
. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, trece (13) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación N° 799
                                                    Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por ALIRIO CRUZ TORRES, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta por él contra el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO y CARCELARIO -INPEC-.
2.- DEMANDA 

Los hechos que plantea el actor en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) se encuentra vinculado al INPEC desde septiembre 21 de 1998, inscrito en carrera en el cargo de inspector; (ii) mediante Resolución 01355 de mayo 11 de 2018 el Director General de la entidad ordenó su traslado, por necesidades del servicio, de la reclusión de mujeres de Pereira al Complejo Carcelario y Penitenciario de Jamundí - Cojam, la cual le fue notificado en mayo 15 siguiente; (iii) frente a dicho acto administrativo interpuso recurso de reposición en mayo 22 de 2018, y fue resuelto en forma desfavorable a sus intereses en Resolución 002169 de julio 11 de 2018; (iv) el INPEC por intermedio del Brigadier General en su calidad de Director General, ha ordenado su traslado de manera sucesiva, reiterada, focalizada y constante, lo que le ha impedido tener tranquilidad y estabilidad, ya que cada año es enviado a un lugar diferente; (v) se aprecia un abuso flagrante de la facultad que tiene la entidad a la que pertenece, lo cual constituye un atropello y discriminación hacia él; (vi) tiene a su cuidado a su hermana desde hace aproximadamente 10 años, quien sufrió un accidente de tránsito a consecuencia del cual quedó parapléjica, situación que es conocida por la institución para la cual labora, ya que fue la misma oficina de gestión humana de la entidad la que sugirió el traslado para esa zona del país, en aras de garantizar unas mejores condiciones de vida para su consanguínea, y en atención a las recomendaciones del médico tratante; (vii) en razón del nuevo traslado también tendría que separarse de su esposa puesto que tiene su trabajo en esta ciudad, y de su hija recién nacida, por lo que su cónyuge tendría que asumir sola el cuidado de la menor; (viii) el traslado anterior obedeció a que fue víctima de un atentado cuando trabajaba en la Cárcel de Santa Rosa de Cabal (Rda.), en el que tenía como Comandante de Vigilancia tratar con 27 bandas de microtráfico, y por ello fue asignado como asesor jurídico del Establecimiento de Reclusión de Mujeres de Pereira, para que no tuviera tanto contacto con los internos, a consecuencia de lo cual su desplazamiento a ese centro carcelario también le generaría un riesgo para su integridad; y (ix) la decisión del INPEC afecta sus derechos a la igualdad, a la protección especial de las personas con discapacidad, los que le asisten a su descendiente menor de edad, a la familia, a la estabilidad laboral reforzada de su esposa, y a la vida.
Con fundamento en lo anterior solicitó la protección de los derechos constitucionales afectados con la actuación de la accionada, y en consecuencia revocar la Resolución N° 001355 de mayo 11 de 2018. De igual forma, pidió como medida provisional, en aras de evitar un perjuicio irremediable, suspender los efectos de ese acto administrativo hasta que se resolviera de fondo la acción. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que la admitió, decretó la medida provisional pedida y corrió traslado a la accionada, la cual se pronunció por intermedio de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Dirección General en los siguientes términos:
- El traslado del señor ALIRIO CRUZ TORRES de la Reclusión de Mujeres de Pereira al Complejo Carcelario y Penitenciario de Jamundí (V.) Cojam, fue fundamentado en la necesidad del servicio, determinación que fue recurrida por el funcionario y confirmada mediante acto administrativo.

Enfatiza que las decisiones adoptadas por esa institución se realizan con apego a los principios de la función pública e interés general, y no desde los intereses particulares de cada miembro de esa entidad, ya que sería imposible el cumplimiento de los objetivos que le corresponden. Adicionalmente, CRUZ TORRES  pertenece a la planta global y flexible del INPEC, y como tal le asiste el deber legal y reglamentario de contribuir al cumplimiento de los fines de la institución, situación que era conocida por el actor desde su vinculación, además de tener esa entidad la potestad para ejercer al ius variandi. 
Señala que la necesidad del traslado del accionante debido a la situación presentada en el Complejo Carcelario de Jamundí (V.), en el cual se albergan 4063 privados de la libertad, y por ello se requieren bastantes funcionarios en el grado de inspector. Si bien el cambio implica una  serie de traumatismos e imprevisiones, no es menos cierto que para suplirlos el INPEC ha ordenado en favor de ALIRIO CRUZ TORRES el reconocimiento y pago de una prima de instalación que incluye gastos de alojamiento y transporte de muebles por valor de $2´203.508, con los cuales puede sufragar los costos de desplazamiento de él y su grupo familiar.
En lo atinente a la hija menor del actor, si bien es cierto que el traslado causa afectación en el bienestar emocional de la menor, nada se ha dicho frente a la imposibilidad del accionante a traladarse con su esposa, hija y hermana hacia la ciudad de Jamundí, y tampoco si la hermana cuenta con otros parientes que puedan brindarle apoyo económico y cuidado. En todo caso la separación para la familia del accionante no implica una carga desproporcionada e irrazonable que suponga una afectación grave de sus derechos fundamentales.
En lo atinente a la atención en salud que pudiera requerir el actor o su familia, estará garantizada en su nueva sede laboral, toda vez que en la ciudad de Jamundí la red hospitalaria existente está en plena capacidad de garantizar el diagnóstico, tratamiento, cuidado y atención especializada, y en el evento que no sea así, la misma puede obtenerla en Cali por su cercanía con ese municipio.
El óptimo desempeño de las funciones demostrado por el accionante no le da derecho, privilegio o fuero alguno para permanecer indefinidamente en una dependencia o grupo laboral.

La acción es improcedente puesto que la controversia versa sobre la presunta ilegalidad de un acto administrativo de contenido particular expedido por el Director General del INPEC, por lo que es preciso que se acuda a la jurisdicción Contencioso Administrativa.
3.2.- Mediante sentencia de agosto 01 de 2018 el despacho declaró improcedente el amparo por cuanto existen otros medios judiciales que el accionante puede utilizar para lograr la protección de sus derechos, como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa,  instancia jurídica que no puede ser suplantada por la acción constitucional al no haberse acreditado los requisitos para la configuración de un perjuicio irremediable que la haga viable la acción en forma transitoria.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante se mostró inconforme con el fallo y lo impugnó con fundamento en los siguientes argumentos: 
La decisión no se ajusta a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela, pues es evidente que existen otros mecanismos, pero se requiere una protección inmediata de sus derechos y los de su núcleo familiar, afectados con la decisión adoptada por el INPEC; por tanto, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho no es el medio eficaz e idóneo, ya que no tiene la preferencia y perentoriedad de la acción constitucional.
Por parte del juez de instancia no se valoró el material probatorio aportado con el que se demuestra la grave de afectación provocada con el acto administrativo de traslado emitido por la accionada,  ni el fondo del asunto de conformidad con las razones que motivaron la interposición del amparo, entre ellas: la discapacidad y estado de salud de su hermana, la corta edad de su hija, el rompimiento del núcleo familiar, para de esa manera determinar la viabilidad del amparo, acorde con lo que al respecto a determinado la Corte Constitucional la procedencia excepcional de la tutela contra actos administrativos.
El fallador solo se limitó a observar aspectos de orden procedimental de manera genérica, por lo que la decisión adoptada no se ajusta a derecho. Es ilógico que ante el pago de una suma de dinero por parte del INPEC para que se sufraguen los gastos de traslado se acepte la afectación de sus derechos. 

Según el juez de instancia se trata de una discusión de carácter legal en la que se debate la legalidad de un acto administrativo, apreciación que resulta ser equívoca, errada y sesgada, por cuanto es claro que dicha resolución reúne todos los requisitos de validez, y por ello lo que es materia de censura son los efectos del cumplimiento de tal acto administrativo, en tanto afecta derecho fundamentales.
El fallador desconoció la situación de seguridad personal a pesar de que fue mencionada por él en el escrito de tutela y se aportaron pruebas al respecto, consistente en que fue víctima de un atentado con arma de fuego hace apenas unos meses, además de haber recibido un escrito donde 160 internos de 28 bandas diferentes de microtráfico pidieron su traslado, lo que obligó al INPEC a adoptar algunas decisiones y disponer que la Unidad Nacional de Protección asumiera el caso, por lo que es evidente que al haber en el lugar al que fue trasladado integrantes de esa bandas criminales, su vida corre peligro.
Es evidente entonces que en su caso la acción es procedente, en aras de evitar la perpetuidad de la vulneración de sus derechos y los de su núcleo familiar.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del 1382/00 modificado por el 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si fue errada la decisión del a quo en cuanto declaró improcedente el amparo invocado por el señor ALIRIO CRUZ TORRES.
5.2.- Solución a la controversia
El artículo 86 de la Constitución Política estableció la acción de tutela como un trámite preferente y sumario para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos estuvieran siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que sólo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

De ello podemos establecer que la tutela no fue diseñada con la finalidad de usurpar las competencias propias del juez ordinario, y en ese contexto, frente a las decisiones de un empleador relativas al traslado de un trabajador a otra ciudad, necesariamente deben ser discutidas ante la jurisdicción administrativa, cuya actividad se limita al examen y verificación del acto por el cual se presume son violadas o amenazadas las garantías superiores por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

Ello implica por tanto, que la tutela es improcedente para debatir las decisiones adoptadas por la administración pública referentes al traslado, ya que por tratarse de un acto administrativo es esa la vía judicial prevista por el ordenamiento jurídico para el efecto. No obstante, de tiempo atrás la jurisprudencia constitucional, en relación con los movimientos de personal, ha indicado que el juez de tutela debe observar lo siguiente:

 “(1.) que el traslado tenga como consecuencia necesaria la afectación de la salud del servidor público o de alguno de los miembros de su núcleo familiar, especialmente porque en la localidad de destino no existan condiciones adecuadas para brindarle el cuidado médico requerido; (2) cuando la decisión de trasladar al trabajador es intempestiva y arbitraria y tiene como consecuencia necesaria la ruptura del núcleo familiar, siempre que no suponga simplemente una separación transitoria y originada en factores distintos al traslado o a las circunstancias superables; (3) cuando quede demostrado que el traslado pone en serio peligro la vida o la integridad personal del servidor público o de su familia. No sobra advertir que, para que la acción de tutela pueda proceder, las circunstancias alegadas deben encontrar pleno respaldo probatorio en el correspondiente expediente (…)”
.  
De lo anterior se puede determinar que eventualmente la tutela puede prosperar frente a decisiones que ordenen el traslado laboral de servidores públicos, siempre que éstas sean arbitrarias o intempestivas en detrimento de los derechos fundamentales del accionante o de su núcleo familiar, como también lo ha referido la jurisprudencia
.  

Así mismo y como lo ha señalado la Corte Constitucional, el ius variandi es: “la potestad en cabeza del empleador para modificar las condiciones de modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo de sus empleados, en ejercicio de su poder de subordinación, y se aplica tanto a las relaciones de derecho privado, como a las de derecho público, dado que el ejercicio de esta potestad no se circunscribe al tipo de vínculo o la clase de empleador, sino al reconocimiento del trabajador como sujeto de derechos (…)
”. Igualmente en esa providencia se indicó que tratándose de una entidad de carácter estatal, y por ende, estar inmerso el interés general y los principios de la función pública, existen plantas globales y flexibles: “que permiten que el empleador cuente con mayor discrecionalidad al valorar las circunstancias para ordenar un traslado, sin que dicha potestad se considere arbitraria”
, y tal es el caso del INPEC, lo que los faculta a tener un mayor grado de discrecionalidad para reubicar a sus servidores, cuando así lo amerite la necesidad del servicio para una eficaz prestación.

En efecto, una de las manifestaciones más comunes del ius variandi se encuentra en la facultad del empleador de disponer el traslado de los empleados, caso que se presenta más concretamente en las entidades con plantas de personal global y flexible, como lo es la accionada, lo que permite adoptar medidas con el fin de atender de mejor manera su actividad misional, por lo cual el nivel central de esa entidad cuenta con discrecionalidad para obrar de tal forma, sin que con ello se pueda incurrir en arbitrariedad porque la movilidad del empleado debe sujetarse a las necesidades del servicio.

De conformidad con lo anterior, en el caso concreto se deberá demostrar que en realidad la situación es tan apremiante que no existe otra forma diferente de salvaguardar el derecho que se pretende proteger; es decir, que la tutela no puede utilizarse como excusa para evadir o reemplazar los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
, todo ello con el fin de preservar el espíritu excepcional de la acción de tutela.

En el evento sometido a estudio, la solicitud del accionante está orientada básicamente a que por esta vía se deje sin efectos el acto administrativo mediante el cual el INPEC ordenó su traslado de la reclusión de mujeres de Pereira con destino al Complejo Carcelario y Penitenciario de Jamundí (V.) Cojam -Resolución 01355 de mayo 11 de 2018-.
Esgrime el señor CRUZ TORRES, entre otras razones, que la decisión del INPEC afecta sus derechos fundamentales y los de su núcleo familiar por cuanto: (i) tiene a cargo a su hermana desde hace 10 años, quien se encuentra en estado paraplejia, situación conocida por esa institución, y en el lugar al que fue trasladado no tendría acceso a los servicios de salud que por su estado requiere; y (ii) su hija está recién nacida y tendría que separarse de ella, ya que su esposa labora en esta ciudad, por lo que dicha determinación generaría la separación de los miembros de la familia.
Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por el actor, y la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, situación que no se acreditó.
Es evidente y no lo desconoce la Sala, que un traslado genera algunas complicaciones de índole económico o familiar, que son inevitables pero ordinarias en el giro normal de este tipo de desplazamientos. Siendo así, las mismas no constituyen per se una carga inviable para el sujeto pasivo de esa determinación del poder central, en cuanto, se repite, ello hace parte inherente del poder que configura el ius variandi
.  Es claro entonces que la determinación adoptada por el INPEC genera un traumatismo tanto para el actor como para su familia, pero también lo es que la entidad está facultada para adoptar ese tipo de cambios en aras de dar cumplimiento a las funciones que le corresponden
, conforme lo establecido en la Ley 407/94.
No es cierto que el fallador no haya tenido en consideración los argumentos presentados por el actor, lo que ocurre es que al hacer el análisis del caso concreto determinó que no se cumplen los requisitos para que el amparo proceda de manera excepcional contra un acto administrativo de carácter particular, puesto que todas las circunstancias expuestas y probadas por el tutelante, no son suficientes para acreditar un  perjuicio irremediable.

El INPEC argumentó que la determinación adoptada obedeció a necesidades del servicio y en atención a que el señor CRUZ TORRES pertenece a la planta de personal flexible, en consecuencia, es evidente que esa entidad procedió de conformidad con las facultades que le han sido concedidas para disponer el movimiento de la planta de personal, y se entiende que la estabilidad territorial para la prestación del servicio por parte de los trabajadores es menguada, máxime que sus servidores tienen pleno conocimiento desde el instante de su ingreso, que por pertenecer a esa clase de entidades podrán ser objeto de traslados durante su vida laboral, cuando se requiera por necesidades del servicio.
Frente a todo ello, estima la Corporación de importancia traer a colación lo que al respecto ha señalado la Jurisprudencia constitucional. Véase:
“(…) En lo que respecta a la afectación clara, grave y directa, generada por una decisión administrativa que amenaza bruscamente la situación del trabajador o de su núcleo familiar, la Corporación ha señalado que se presenta cuando: “(i) el traslado tenga como consecuencia necesaria la afectación de la salud del servidor público o de alguno de los miembros de su núcleo familiar, especialmente porque en la localidad de destino no existan condiciones adecuadas para brindarle el cuidado médico requerido; (ii) cuando la decisión de trasladar al trabajador es intempestiva y arbitraria y tiene como consecuencia necesaria la ruptura del núcleo familiar, siempre que no suponga simplemente una separación transitoria u originada en factores distintos al traslado o a circunstancias superables; (iii) cuando quede demostrado que el traslado pone en serio peligro la vida o la integridad personal del servidor público o de su familia. En los anteriores eventos, la Corte ha enfatizado que no toda implicación de orden familiar y económico del trabajador causada por el traslado, tiene relevancia constitucional y amerita la procedencia del amparo transitorio. Las circunstancias concretas deben revestir particular gravedad, de manera tal que sea necesario el concurso del juez constitucional para conjurar un perjuicio irremediable.”

En el asunto sometido a estudio, no se ha acreditado la ocurrencia de ese perjuicio irremediable, puesto que: (i) el mero hecho de separarse de su núcleo familiar no es suficiente para que el mismo se configure, como quiera que su descendiente quedará al cuidado de su progenitora y en un lugar no muy lejano para visitarla; (ii) la atención en salud de su colateral la pueden brindar en el municipio de Jamundí, o en la ciudad de Cali, de la cual estaría bastante cerca; y (iii) en lo que tiene que ver con sus problemas de seguridad, como bien lo refiere el accionante, la entidad ya tiene conocimiento y tomó las medidas al respecto, por lo que tampoco resulta ser un argumento válido para considerar procedente el amparo.
Por lo antes mencionado, al ser evidente que el reclamo del señor ALIRI CRUZ TORRES va encaminado a cuestionar la Resolución que dispuso su traslado para el Complejo Penitenciario y Carcelario de Jamundí (V.), y como quiera que no está acreditado el cumplimiento de los requisitos jurisprudenciales para que por medio de la tutela se deje sin efectos dicho acto administrativo, ni tampoco existe la potencialidad de un perjuicio irremediable que faculte al Tribunal para obviar el requisito de subsidiariedad que rige este trámite, se declarará improcedente el amparo exigido en tanto la situación problemática planteada no puede ser objeto de estudio por este mecanismo preferente y sumario sino por la jurisdicción contencioso administrativa, en la cual se deberá debatir lo pertinente, concretamente por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, con miras a obtener la revocatoria de la resolución que se considera lesiva a sus personales intereses. Incluso con la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto -lo que le permite suspender temporalmente los efectos de la resolución que le fue contraria- para que se protejan las garantías fundamentales que se asegura están siendo vulneradas
. 
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� ARTÍCULO 183. PLANTA DE PERSONAL. La planta de personal del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional, estará integrada por el número, categoría y grado, que determine el Gobierno y cuya distribución corresponde al Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, de acuerdo con las necesidades de los diferentes establecimientos carcelarios.


� ARTÍCULO 113. SERVICIO PUBLICO ESENCIAL Y MISION. El Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional cumple un servicio público esencial a cargo del Estado, cuya misión es la de mantener y garantizar el orden, la seguridad, la disciplina y los programas de resocialización en los centros de reclusión, la custodia y vigilancia de los internos, la protección de sus derechos fundamentales y otras garantías consagradas en la Constitución Política, en pactos, tratados y convenios internacionales de Derechos Humanos, suscritos y ratificados por Colombia y en general asegurar el normal desarrollo de las actividades en los centros de reclusión.





� De acudir la actora ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa dispone de la medida preventiva de la suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin sería el de lograr que no se materialice su traslado. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.





�Sentencia T-629/08


� Corte Constitucional, sentencia T- 965 de 31 de julio de 2000, reiterada en T-468 de 2000.


� En sentencia T-109 de 2007, se indicó:. “esta Corporación ha reconocido la procedencia excepcional de la acción de tutela como mecanismo transitorio, cuando lo que se pretende es controvertir un acto administrativo que ha dispuesto el traslado laboral de servidor público, siempre que tal acto contenga las siguientes características: “(i) sea ostensiblemente arbitrario, es decir, carezca de fundamento alguno en su expedición, (ii) fuere adoptado en forma intempestiva y (iii) afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar.


� Sentencia T-468  de 13 de junio de 2002 y reiterada en sentencia T- 488  de 21 de junio de 2011.


� Ídem.


�Sentencia SU-484/08.	 


� ARTÍCULO 183. PLANTA DE PERSONAL. La planta de personal del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional, estará integrada por el número, categoría y grado, que determine el Gobierno y cuya distribución corresponde al Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, de acuerdo con las necesidades de los diferentes establecimientos carcelarios.


� ARTÍCULO 113. SERVICIO PUBLICO ESENCIAL Y MISION. El Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional cumple un servicio público esencial a cargo del Estado, cuya misión es la de mantener y garantizar el orden, la seguridad, la disciplina y los programas de resocialización en los centros de reclusión, la custodia y vigilancia de los internos, la protección de sus derechos fundamentales y otras garantías consagradas en la Constitución Política, en pactos, tratados y convenios internacionales de Derechos Humanos, suscritos y ratificados por Colombia y en general asegurar el normal desarrollo de las actividades en los centros de reclusión.





� Ver sentencia T-325 de 2010.


� De acudir la actora ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa dispone de la medida preventiva de la suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin sería el de lograr que no se materialice su traslado. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.
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